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La discusión sobre el papel de la extracción 
de recursos naturales no renovables en el de-
sarrollo económico y social del país requiere, 
con urgencia, adelantar un debate amplio e 
informado que contemple las distintas aristas 
de una actividad con implicaciones de por sí 
complejas y con múltiples ramificaciones so-
bre prácticamente todas las esferas de la vida 
nacional. 

Con estas notas se quiere contribuir a este 
debate, acopiando alguna información de 
detalle sobre las principales tendencias de la 
extracción de carbón a gran escala con des-
tino al mercado mundial, y sus principales 
efectos sobre la economía nacional, regional 
y local. Así mismo, presenta algunos indica-
dores fiscales y sociales que permiten ubicar 
grandes retos que tienen las autoridades pú-
blicas y la sociedad civil, llamando la atención 
sobre la imperiosa necesidad de entender las 
complejas dinámicas que giran alrededor de 
esta actividad, para poder actuar en conse-
cuencia con conocimiento de causa.

El análisis de un aspecto de especial aten-
ción en el debate, los eventuales impactos 
ambientales y sobre la salud humana aso-
ciados a este tipo de minería, arrojan una 
conclusión muy preocupante: a pesar del 
reconocimiento de las distintas instituciones 
sobre los altos riesgos sociales y ambienta-
les de esta minería, es notablemente escaso p
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el conocimiento sistemático sobre la forma en 
que se están manifestado estos riesgos en el 
país. De allí que estas notas presten especial 
atención a estos temas, reseñando en detalle 
una reciente sentencia de la Corte Constitucio-
nal al respecto, para poner en evidencia la gran 
debilidad de las entidades del Estado, así como 
de otros organismos especializados, al abordar 
temas que son de especial interés nacional e 
internacional. 

Por último, se identifican lo que, a juicio del 
autor, son las principales conclusiones que se 
derivan de la información aquí presentada, 
complementándola a título ilustrativo con un 
detalle de la evolución de la producción de 
carbón para exportación en los últimos años, 
tanto por empresa como por país de destino. 

El carbón en la economía nacional

Para analizar el lugar que ocupa actualmente la 
extracción de carbón en la economía colombia-
na, en primer lugar es preciso ubicar esta activi-
dad extractiva dentro del contexto sectorial del 
crecimiento del producto en los últimos años. 
En particular, se requiere identificar cuáles fue-
ron las tendencias de los distintos sectores pro-
ductivos que generaron un desplazamiento del 
sector agropecuario especialmente por parte 
del sector de la construcción; así como el papel 
que ha tenido en este cambio de composición 
el sector minero propiamente dicho, y muy es-
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pecialmente el alto dinamismo de la extracción 
de carbón térmico con destino a la exportación.

El crecimiento de la economía colombiana ha 
tenido en los últimos años dos períodos bas-
tante diferenciados: desde principios de la dé-
cada pasada hasta el año 2007 la tasa anual 
de crecimiento del producto interno bruto (PIB) 
se incrementó de manera sostenida, pasando 
de un 1,7% entre 2000 y 2011 hasta un 6,9% 
entre 2006 y 2007 (gráfico 1). A partir de ese 
momento, se presentan una serie de altibajos, 
especialmente notorios durante la crisis finan-

ciera mundial de 2008-2009 en 
donde se observa la más baja tasa 
anual durante el período analiza-
do (1,7%), para recuperarse no-
tablemente en 2011 (6,6%), pero 
presentando un nuevo retroceso 
en 2012 (4,2%) que al parecer se 
mantendrá en el año actual1. 

Al analizar el comportamiento de 
los distintos sectores económicos, 
se observa un gran contraste entre 
ellos. En primer lugar, los servicios 
mantienen durante todo el perío-
do una participación relativamen-
te estable de alrededor del 58% 
sobre el PIB total2 (gráfico 2); esto, 
como resultado de tasas de cre-
cimiento del sector muy similares 
al crecimiento anual del PIB total 
durante todo el período (gráfico 
1). En contraste, la industria ma-
nufacturera, el sector con mayor 

participación en el PIB después de los servicios, 
a pesar de crecer durante la primera parte del 
período analizado a tasas similares o aún ma-
yores que el total de la economía, pierde peso 
de manera notable durante la segunda parte del 
período (gráfico 2) ante una situación de estan-
camiento relativo, cuando no retroceso, a partir 
del 2008 y hasta la fecha (gráfico 1). Como resul-
tado, pasa de tener su máxima participación en 
la economía en el año 2007 (14,2%), para caer 
abruptamente a un mínimo en el 2012 (11,5%), 
perdiendo 2,7 puntos porcentuales durante esta 
última parte del período aquí considerado (grá-
fico 2). A su vez, el sector agropecuario pierde 
igualmente su peso en el conjunto de la eco-
nomía, pasando de un máximo de 8,1% en el 
2002, a un mínimo de 6,4% en el último año 

1	 Para los doce meses previos que culminaron en junio de 
2013, el Dane reporta una tasa de crecimiento del PIB 
total del 4,2%.

2	 Oscilando entre un mínimo de 57,7% en 2004 y un 
máximo de 58,3% en 2010.

del período. Pérdida explicada por una tasa de 
crecimiento del sector que, aunque positiva du-
rante buena parte del período, fue casi siempre 
menor a la tasa de crecimiento del PIB en su con-
junto, cuando no negativa como sucedió entre 
2007 y 2010 (gráfico 1). 

En parte esta pérdida de participación de los 
bienes transables agrícolas y manufactureros 
sobre el total del PIB, está parcialmente expli-
cada por el sostenido del sector de la cons-
trucción bastante por encima del crecimiento 
general de la economía durante buena parte 
del período, con solo un estancamiento entre 
2009 y 2010 (gráfico 1). Comportamiento éste 
que le permitió a este sector una ganancia im-
portante dentro del conjunto de le economía, 
pasando de un mínimo al inicio del período de 
4,4% sobre el total del PIB a un máximo de 
6,9% al final del período. 

De todas formas, estos dos puntos y medio que 
gana el sector de la construcción durante el pe-
ríodo sólo explican parcialmente la caída simul-
tánea de la industria manufacturera y del sector 
agropecuario durante el período de análisis. En 
efecto, a pesar de un resultado final bastante 
neutro del sector de minería e hidrocarburos en 
su conjunto, su dinámica durante el período de 
análisis fue bastante distinta a la de los demás 
sectores. Como se observa en el grafico 2, este 
sector perdió aceleradamente peso dentro del 
conjunto de la economía, pasando de su máxi-
ma participación en el PIB total el 2000 (7,9%) 
a un mínimo en el 2007 (5,7%); pero a partir de 
ese momento se inicia una rápida recuperación, 
hasta llegar en el 2012 a un nivel del 7,7%, muy 
cercano al máximo del primer año del período. 
Sin embargo, este es el resultado de compor-
tamientos totalmente distintos entre la minería 
propiamente dicha y los hidrocarburos.

Para el subsector de hidrocarburos, el cual por 
su magnitud en buena medida determina el 
comportamiento del sector en su conjunto, se 
observa durante el período una situación muy 
particular. Durante la primera parte del período, 
cuando la tasa de crecimiento de la economía 
estaba en ascenso para llegar a su máximo en el 
2007, este subsector tuvo un marcado retroceso 
en términos de su contribución al PIB, pasan-
do de tasas de crecimiento negativas del 15% 
anual (entre 2000 y 2011), a un estancamiento 
permanente entre el 2004 y el 2007 (grafico 1). 
En consecuencia, los hidrocarburos perdieron 
más de dos puntos porcentuales, pasando de 
representar 7,9% del PIB en el 2000, a 5,7% en 
el 2007 (gráfico 2). Sin embargo, a partir de esa 

La evolución tanto del 
carbón como del resto de 

los minerales presenta 
unas tasas de crecimiento 

casi siempre positivas y 
superiores o cercanas al 

crecimiento del PIB en su 
conjunto. El carbón no solo 
mantiene su participación 

en el total del PIB sino que 
logra incrementarla de 
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peso en el conjunto de la 
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fecha se dispara nuevamente el crecimiento de 
esta actividad extractiva, colocándose hasta el 
final del período muy por encima del crecimien-
to del PIB en su conjunto, de tal forma que le 
permite recuperar su posición de liderazgo en el 
crecimiento del PIB con tasas de crecimiento de 
hasta nueve veces las que se presentaron para 
el conjunto de la economía. En consecuencia, 
en escasos cuatro años (2008 a 2011), prácti-
camente recupera el nivel de participación en el 
PIB total que tenía al iniciarse el período. 

En contraste, la evolución tanto del carbón 
como del resto de los minerales presenta du-
rante este período unas tasas de crecimiento 
casi siempre positivas y superiores o cercanas 
al crecimiento del PIB en su conjunto (gráfico 
1). De esta forma, los pocos años en donde se 
dieron retrocesos en estas actividades son am-
pliamente compensados por el acelerado creci-
miento recurrente, de tal forma que el carbón 
no solo mantiene su participación en el total 
del PIB sino que logra incrementarla, en térmi-
nos relativos, de manera muy significativa por 

lo menos hasta el 2012 (gráfico 2). De la mis-
ma manera, el resto de minerales (incluyendo 
allí, entre otros, el níquel, el oro y los materiales 
de construcción) mantuvieron durante todo el 
período tasas de crecimiento casi siempre posi-
tivas y mayores que las del PIB, permitiéndoles 
una participación bastante estable en el con-
junto de la economía de alrededor de 0,8%. 
Consistente este comportamiento no sólo con 
los altos precios del oro y del níquel (ver gráfico 
3), sino también con el dinamismo del sector de 
la construcción y su consecuente crecimiento 
de la demanda de materiales para tal fin. 

De todas formas, en el caso del carbón se ob-
serva que durante el primer semestre de 2013 
su participación en el PIB empieza a verse afec-
tada por la conjunción de tres fenómenos si-
multáneas: la caída en los precios del carbón en 
el mercado internacional3; el paro de los traba-

3	 Los precios mensuales de carbón en el mercado in-
ternacional en febrero de 2012 alcanzaron un pico 
de 125 dólares por tonelada. Durante prácticamente 

Gráfico 1. Tasa de crecimiento anual del producto interno bruto total (PIB) y por sectores (%). 
2000-2012

Gráfico 2. Participación de minería e hidrocarburos en el producto interno bruto (PIB). 2000-2013

Fuente: Cálculos propios con base en DANE, PIB por ramas de actividad económica a precios constantes 
(Series desestacionalizadas, II trimestre de 2013. Cifras revisadas a 19-09-2013).
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Gráfico 3. Precios mensuales de minerales e hidrocarburos en el mercado mundial. 1983-2013

Fuente: Index Mundi.

jadores de la empresa Cerrejón por 32 días (en-
tre febrero y marzo), y de Drummond por 45 
días (entre julio y septiembre); y la suspensión 
preventiva de actividades de embarque de car-
bón durante 22 días impuesta por la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) a la 
empresa Drummond4, con ocasión del derrame 
de carbón ocurrido en la bahía de Santa Marta el 
3 de enero del mismo año. En donde estos dos 
últimos eventos tuvieron una alta significancia 
en el contexto nacional, ya que estas dos em-
presas concentran tres cuartas partes del carbón 
térmico de exportación que se extrae en el país5. 

todo el 2013 este precio ha estado cerca o por de-
bajo de los 100 dólares por tonelada, alcanzando su 
nivel más bajo en agosto de dicho año con 82 dóla-
res por tonelada (ver gráfico 3). 

4	 ANLA, resoluciones 123 de 6 de febrero de 2003 y 
210 de 1 de marzo del mismo año.

5	 En 2012 Cerrejón exportó el 44% y Drummond el 32% 
del total de carbón término exportado por Colombia en 

Este comportamiento del lugar que ocupa el 
carbón en el contexto de la economía se ex-
plica no sólo por el incremento de los precios 
por encima de la tendencia histórica de los úl-
timos 30 años (gráfico 3), sino también por el 
marcado dinamismo de los volúmenes exporta-
dos. En efecto, en los últimos años del período 
aquí analizado se registran cantidades anuales 
exportadas que son más del doble de las re-
portadas al inicio de la década pasada. Este 
crecimiento, combinado con precios más ele-
vados en la segunda parte del período que en 
la primera, conduce a que al final del mismo se 
registre un valor FOB de las exportaciones de 
carbón de alrededor de ocho veces el registra-
do en los primeros años (Gráfico 4). 

En síntesis, de las tendencias precedentes se 
puede concluir que el sector extractivo ha te-

el año 2012 (ver Anexo estadístico, tabla A.1).
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nido un crecimiento acelerado especialmente 
a partir del año 2008, como resultado de una 
combinación de incremento de la producción 
por encima del crecimiento total de la econo-
mía y de los elevados precios en el mercado in-
ternacional. Crecimiento que, combinado con 
un debilitamiento relativo de la industria ma-
nufacturara y del sector agropecuario, ha dado 
como resultado el desplazamiento de este últi-
mo por la extracción minera y de hidrocarbu-
ros. En el caso particular del carbón, es claro 
que, a pesar de tener un peso en la economía 
muy inferior al del petróleo y gas, presenta una 
situación de crecimiento más estable y soste-
nida, lo que le permite, en términos relativos, 
ganar de manera sostenida un especio cada vez 
mayor en el conjunto de la economía. 

El carbón en las finanzas públicas

El cambio de composición sectorial de la eco-
nomía colombiana descrito en la sección ante-
rior tiene igualmente un reflejo en la compo-
sición de las rentas públicas, en dos reglones 
principales: el impuesto a la renta, como princi-
pal generador de recursos para la Nación; y las 
regalías, un ingreso de especial relevancia para 
las administraciones departamentales y muni-
cipales6. Igualmente importante es analizar el 
impuesto a la industria y comercio (ICA) de 
carácter municipal, como indicador del efecto 
multiplicador del sector de minería e hidrocar-
buros sobre las economías locales.

6	 Por ser las exportaciones excluidas del IVA, el efecto 
del sector de minería e hidrocarburos exportados so-
bre este recaudo es nulo.

En relación con la composición de los recaudos 
del impuesto a la renta, en las dos últimas déca-
das la relación entre la industria manufacturera 
y el sector de minería e hidrocarburos terminó 
totalmente invertida. Al inicio de la década de 
los años noventa la industria aportaba más del 
35% de este impuesto, mientras que la mine-
ría e hidrocarburos contribuían con menos del 
10% al recaudo total. En contraste, al iniciarse 
la presente década la situación es la inversa: la 
industria cayó a un 12% del recaudo total, y el 
sector de minería y petróleos incrementó su par-
ticipación hasta un 40%7 (gráfico 5). Y nueva-
mente, aunque la extracción de carbón tiene una 
participación relativamente baja de contribución 
a este impuesto dentro del sector de minería e 
hidrocarburos, de todas formas refleja una ten-
dencia creciente a incrementar su participación 
en el recaudo total, incrementando su participa-
ción en el mismo en más de diez veces durante 
el período considerado (de 0,3% pasa a 3,7%). 
En contraste, el sector agropecuario, tradicional-
mente con muy baja participación en el conjun-
to de los impuestos nacionales, pasa de aportar 
más del 2% del total del impuesto a la renta al 
inicio del período, a 0,8% al final del mismo. 

La segunda contribución significativa del sector 
extractivo a las finanzas públicas es, sin lugar a 
dudas, el monto de sus aportes a las finanzas 

7	 De todas formas el sector de hidrocarburos no re-
presenta exclusivamente los impuestos pagados por 
la actividad extractiva, ya que allí se contabilizan los 
aportes a Ecopetrol en su conjunto, incluyendo las 
rentas generadas por las actividades de extracción y 
de refinación de manera agregada.

Gráfico 4. Colombia. Exportaciones de carbón, cantidad y valor. 2000-2012

Fuente: Dane, Colombia, exportaciones de café, carbón, petróleo y sus derivados, 
ferroníquel y no tradicionales.
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públicas territoriales a través del pago de las re-
galías. Durante las últimas décadas, Colombia 
ha destinado las regalías de la minería y los hi-
drocarburos hacia inversiones en las regiones, 
con una alta concentración en los municipios 
y departamentos en donde se desarrolla la ex-
tracción de los mismos. Desde 1994, con la ex-
pedición de la ley 141, y hasta 2011, con la 
reforma constitucional y legal que crea el Sis-
tema General de Regalías8, el país adoptó un 
esquema de distribución de las regalías gene-
radas con dos grandes componentes: las rega-
lías directas y las regalías indirectas. Las regalías 
directas, que concentraron alrededor del 85% 
del total recaudado durante dicho período, se 
destinaron a los presupuestos de inversión de 

8	 Acto legislativo 05 del 18 de julio 2011 y ley 1530 
del 17 de mayo de 2012. En este trabajo se analizan 
únicamente las regalías generadas y distribuidas con 
anterioridad a esta reforma.

los departamentos y municipios donde se rea-
liza la extracción, así como de los municipios 
en donde se localizan los puertos de embarque 
del producto9. Con el monto restante (15%) se 
constituyó el Fondo Nacional de Regalías, des-
tinado la mitad de sus recursos totales al Fondo 
Nacional de Pensiones de las Entidades Territo-
riales y el resto a financiar proyectos de inver-
sión de entidades territoriales no receptoras de 
las regalías directas, así como una amplia gama 
de inversiones de destinación específica. 

Teniendo en cuenta esta circunstancia, es útil 
contrastar las regalías generadas y distribuidas 

9	 De acuerdo el DNP, las regalías directas giradas en-
tre 1995 y 2008 ascendieron (a pesos de este último 
año) a $28,3 billones, que representaron el 85% del 
total de las regalías generadas, con cerca de dos ter-
ceras partes de este monto concentrado en cinco de-
partamentos: Casanare (14%), Meta (12%), Arauca 
(10%), La Guajira (9%) y Huila (9%). Ver al respecto 
Banco de la República et al (2010).

Gráfico 6. Regalías y sistema general de participaciones (SGP)

Gráfico 5. Colombia. Composición sectorial del impuesto a la renta. 1993 - 2011

Fuente: Cálculos propios con base en Dian, Agregados declaraciones tributarias. Impuesto renta personas jurídicas.
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(...) la actividad minera 
no aporta a los municipios 
en donde se desarrolla la 
actividad extractiva el ICA por 
dicha actividad, a pesar de 
que la Corte Constitucional 
declaró inexequible el 
artículo 229 del mismo 
Código que establecía 
que el pago de regalías 
era “incompatible con el 
establecimiento de impuestos 
nacionales, departamentales 
y municipales sobre esa 
misma actividad, sean cuales 
fueren su denominación, 
modalidades 
y características”.

con otra importante fuente de recursos con que 
operan los entes territoriales, especialmente los 
que no tienen regalías y son deficitarios en tér-
minos de recursos públicos: el Sistema General 
de Participaciones (SGP), instrumento mediante 
el cual el gobierno Nacional distribuye recursos 
del Presupuesto General de la Nación (PGN) a de-
partamentos y municipios para que atiendan sus 
prioridades de inversión y, en menor medida, de 
funcionamiento. Como se observa en el gráfico 
6, el crecimiento del sector extractivo se refleja 
en un crecimiento acelerado en dos direcciones: 
en términos absolutos, pasando de menos de 
dos billones de pesos en el año 2000, a cerca 
de 10 billones de pesos en 2011; y en términos 
relativos, estas regalías crecieron más acelera-
damente que el total de recursos del PGN que 
se asignaron a los entes territoriales a través del 
SGP, pasando de un monto equivalente al 14% 
de los recursos del SGP a principios de la década 
pasada, a un valor equivalente el 38% del mismo 
sistema al iniciarse la presente década. Por otra 
parte, además del crecimiento absoluto del total 
de regalías, la participación de las generadas por 
la extracción del carbón (predominantemente 
para exportación), han venido ganando partici-
pación sobre el total de las regalías (Gráfico 6). 

Finalmente, un aspecto que merece especial 
atención se refiere al impuesto municipal de in-
dustria y comercio. En primer lugar, el artículo 
331 del Código Minero (ley 685 de 2001) es-
tableció que “la exploración y explotación mi-
neras, los minerales que se obtengan en boca 
o al borde de mina, las maquinarias, equipos y 
demás elementos que se necesiten para dichas 
actividades y para su acopio y beneficio, no po-
drán ser gravados con impuestos departamen-
tales y municipales, directos o indirectos”. Con 
base en esta disposición tributaria, la actividad 
minera no aporta a los municipios en donde se 
desarrolla la actividad extractiva el impuesto 
de industria y comercio por dicha actividad, a 
pesar de que la Corte Constitucional declaró 
inexequible el artículo 229 del mismo Código 
que establecía que el pago de regalías era “in-
compatible con el establecimiento de impues-
tos nacionales, departamentales y municipales 
sobre esa misma actividad, sean cuales fueren 
su denominación, modalidades y característi-
cas”. En su sentencia, la Corte Constitucional 
resalta jurisprudencia previa que señala que las 
regalías y los impuestos son figuras diversas, 
con fundamento constitucional y finalidad di-
ferentes, puesto aquellas representan “aquello 
que el Estado recibe por conceder un derecho 
a explotar los recursos naturales no renovables 
y por de los cuáles es titular (CP art. 332), de-

bido a que estos recursos existen en cantidad 
limitada”10. A pesar de esta sentencia, la mi-
nería sigue excluida de pagar impuestos a los 
entes territoriales y el mencionado artículo del 
Código Minero no ha sido demandado ante la 
misma Corte Constitucional para que se pro-
nuncie al respecto11. 

Teniendo en cuenta esta circunstancia, el com-
portamiento de los ingresos 
municipales por industria y co-
mercio (ICA) se constituyen en 
un buen indicador de la capa-
cidad de la actividad extractiva 
para generar encadenamien-
tos locales hacia otros secto-
res productores de bienes y 
servicios, que sí generan dicho 
impuesto: a mayor ingreso per 
cápita en un municipio, mayor 
consolidación de actividades 
productivas distintas de la mi-
nería en dicho municipio12. 

De esta forma, para ilustrar el 
grado de desarrollo de activi-
dades productivas distintas a 
la minería en los municipios en 
donde se concentra la extrac-
ción del carbón, se identifican 
cuatro tipos muy diferenciados 
de municipios del país: los mu-
nicipios en donde se concentra la explotación 
de carbón a gran escala, con destino a la expor-
tación (9 municipios de La Guajira y Cesar) y La 
Guajira); los municipios en donde se concentra 
la producción de carbón para consumo inter-
no (22 municipios, principalmente de Boyacá, 
Cundinamarca y norte de Santander); los mu-
nicipios en donde se concentra la explotación 
de hidrocarburos (27 municipios, principalmen-
te de Arauca, Casanare y Meta); y finalmente, 
para efectos de control, los 20 municipios del 
país, distintos de capitales departamentales, 
que presentan el mayor ingreso per cápita por 
concepto del impuesto de industria y comercio.

10	 Corte Constitucional, Sentencia C-1071 de 2003. 
11	 Las implicaciones de esta prohibición se verán en toda 

su expresión con la aplicación de la nueva normativi-
dad establecida para el Sistema General de regalías, 
puesto que ahora los municipios donde se realiza la 
extracción (y que no perciben el impuesto de indus-
tria y comercio por dicha actividad), percibirán una 
porción muy inferior de las regalías de lo que estaban 
percibiendo antes de la reforma. Se quedan entonces 
con muchas menos regalías y sin dicho impuesto.

12	 Este impuesto tampoco refleja las actividades agrope-
cuarias, ya que ellas también están excluidas del mismo.
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Aplicando estos criterios, en el gráfico 7 se ilus-
tra el efecto sobre las actividades productivas 
que generan ICA sobre los ingresos fiscales mu-
nicipales. En primer lugar, se encuentra que la 
minería de carbón a gran escala se encuentra 
en municipios en donde las actividades genera-
doras de ICA es más de cuatro veces mayor, por 
habitante, que los municipios en donde se ubica 
la minería para consumo local. Sin embargo, al 
contrastar este mismo indicador con los munici-
pios petroleros, se encuentra que estos últimos 
tienen actividades productivas que generan casi 
el doble de los ingresos per cápita por concep-

to de ICA que aquellos en donde 
está localizada la explotación de 
carbón a gran escala para expor-
tación. Más aún, los municipios 
seleccionados que reportan mayor 
capacidad fiscal y mayor autono-
mía financiera por tener un mayor 
crecimiento de actividades gene-
radoras de este impuesto, presen-
tan niveles de ingreso per cápita 
por este concepto se reportan que 
casi quintuplican el mismo indica-
dor en los municipios de Cesar y 
La Guajira especializados en ex-
tracción de carbón térmico de ex-
portación. Este resultado coincide 
con estudios recientes que ilustran 
la escasa inversión que realizan las 
empresas mineras de gran escala 
en las regiones en donde reali-
zan su actividad (Perry y Palacios, 
2013). 

En síntesis, este indicador permite ilustrar la 
baja capacidad que ha tenido la minería de car-
bón a gran escala para generar encadenamien-
tos significativos con actividades productivas 
regionales, las respectivas implicaciones tanto 
en la capacidad de generar crecimiento econó-
mico distinto a la propia actividad extractiva; y, 
en consecuencia, sobre la capacidad de gene-
rar recursos tributarios propios, independientes 
de los percibidos por concepto de regalías.

Este escenario se ubica en un debate que se 
empieza a vislumbrar en el país, aunque de 
manera tímida, ante el crecimiento de la ac-
tividad extractiva y de la inversión extranjera 
en la misma. Al respecto, la secretaria ejecu-
tiva de la Cepal, Alicia Bárcena, al referirse a 
la las utilidades de las empresas que realizan 
inversión extranjera directa en América Latina, 
señala que “pasaron de una media de 20.000 
millones de dólares hace casi una década a 
113.000 millones en el 2012” y concluye que 

“la región puede poner en marcha mecanismos 
e instrumentos para apropiarse de una parte de 
esas ganancias de productividad a través de tri-
butos y regalías…”13. Al respecto, el entonces 
ministro de Minas y Energía, Federico Rengifo, 
“descartó un incremento de las tarifas de las 
regalías que pagan actualmente las empresas 
petroleras y mineras…: ‘El Gobierno ha dicho 
claramente que no quisiera modificar la ley 
de regalías, nos parece que lo que tenemos 
como marco regulatorio es adecuado para la 
competitividad’…”14

Sobre este tema, estudios recientes muestran 
que existe en el país un complejo sistema tribu-
tario que genera múltiples beneficios y descuen-
tos a las empresas, así como un sistema de rega-
lías estrecho que impide al país obtener ventajas 
adecuadas del boom de precios de los minerales 
(Acquatella et al, 2013; Rudas y Espitia, 2013). 
Sistema que puede ser reformado de manera 
estructural, en beneficio de los intereses fiscales 
del país, sin comprometer la competitividad de 
largo plazo de las empresas y cuyo debate ya 
está en curso en el Congreso Nacional15.

El carbón en las economías 
regionales

El crecimiento de la actividad extractiva de 
carbón para exportación, tanto en cantidades 
como en valor agregado16, tiene un impacto 
directo sobre el comportamiento de las econo-
mías regionales en donde se adelanta esta acti-
vidad. En primer lugar, los dos departamentos 

13	 “Transnacionales deben pagar más tributos y rega-
lías”, Portafolio, 24 de mayo de 2013.

14	 “Colombia es un país al que le falta mucho por des-
cubrir”, Portafolio, 20 de mayo de 2013.

15	 Ver al respecto Proyecto de ley 092 de 2013 (Cáma-
ra) presentado por el representante Simón Gaviria y 
el senador Jaime Enrique Durán, por medio del cual 
se modifica el artículo 16 de la Ley 141 de 1994 (Ley 
de Regalías), el título XVII de la ley 685 de 2001 (Có-
digo de Minas) en materia de control y seguimiento 
de la actividad minera en Colombia y los artículos 
45 y 77 de la misma sobre prórroga de concesio-
nes, (Gaceta del Congreso 721, 16 de septiembre 
de 2013). Así mismo, el Proyecto de ley 098 de 2013 
(Cámara) presentado por el representante Joaquín 
Camelo Ramos y otros, por medio del cual se prohíbe 
aceptar el pago de regalías como costo o deducción 
para efectos de la determinación del impuesto sobre 
la renta y complementarios de los particulares (Gace-
ta del Congreso 750 de 20 de septiembre de 2013 y 
910 del 13 de noviembre de 2013).

16	 El valor agregado, constitutivo del PIB, se define 
como la sumatoria del excedente bruto de explota-
ción (utilidades de las empresas, antes de impuestos 
y de depreciación de activos fijos), más la remunera-
ción al trabajo.

En síntesis, este indicador 
permite ilustrar la baja 

capacidad que ha tenido 
la minería de carbón 

a gran escala para 
generar encadenamientos 

significativos con 
actividades productivas 

regionales, las respectivas 
implicaciones tanto en 

la capacidad de generar 
crecimiento económico 

distinto a la propia 
actividad extractiva; y, 

en consecuencia, sobre 
la capacidad de generar 

recursos tributarios propios...
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en donde se realiza esta extracción (Cesar y La 
Guajira) han presentado en los últimos años un 
crecimiento de sus economías más acelerado 
que el conjunto de la economía nacional. De 
esta forma, el gráfico 8 muestra que la econo-
mía del Cesar, en su conjunto, pasó de repre-
sentar 1,4% del PIB nacional a principios de la 
década pasada, a 2,1% en 2012; y, aunque en 
menor medida, el valor agregado por la econo-
mía de La Guajira al PIB nacional pasó de 0,9% 
al inicio del período, a 1,3% al final del mismo.

En el caso de La Guajira, la extracción de car-
bón se sigue consolidando como el sector de-
terminante de la economía regional, pasando 
de representar alrededor del 50% del valor 
agregado total regional al inicio del período, 
a cerca del 60% al final del mismo. Coinci-
dente este crecimiento relativo con una nota-
ble pérdida de participación del ya reducido 
sector agropecuario: de un 8,4% del total del 
valor agregado departamental al iniciarse la 
década pasada, para el 2012 se reporta ape-
nas un 3,4% aportado por este sector. Algo 
similar, aunque mucho más intenso, sucede 
en el Cesar: la extracción de carbón más que 
duplica su participación en el valor agregado 
regional, pasando de menos de 20% al inicio 
del período a más de 45% al finalizar el mis-
mo; pero con una caída mucho más fuerte 
del sector agropecuaria, que de representar 
cerca del 20% pasa al 8% del valor agregado 
total generado en el departamento. 

Esta tendencia confirma el bajo encadenamien-
to con otras actividades productivas que se des-
cribió en la sección anterior, generándose una 

elevada concentración de la actividad econó-
mica en el sector extractivo que coloca a estas 
regiones en situación de alto riesgo ante un 
eventual declive de esta actividad (originado, 
por ejemplo, en un declive de los precios del 
carbón en el mercado internacional más pro-
nunciado que el actual).

El carbón en la generación 
de empleo 

De acuerdo con las cuentas nacionales del Dane, 
la relación entre el excedente bruto de explota-
ción y la remuneración al trabajo en los distintos 
sectores de la economía es sustancialmente he-
terogénea. Entre 2000 y 2011, por cada cien pe-
sos de excedente bruto, en el sector agropecua-
rio se reporta una remuneración al trabajo varias 
veces superior, oscilando entre 600 y algo más 
de 900. En la industria manufacturera esta re-
lación es sustancialmente menor, oscilando du-
rante el mismo período entre 60 y algo menos 
de 80 pesos de remuneración laboral por cada 
100 pesos de excedente bruto de explotación. 
Pero en el caso de la extracción del carbón (do-
minada por el carbón a gran escala) esta relación 
es todavía más precaria: entre 15 y menos de 40 
pesos por cada 100 pesos de excedente bruto 
de explotación (Rudas y Espitia, en prensa).

En términos de generación de empleos propia-
mente dichos, esta situación es igualmente des-
balanceada. En efecto, el sector agropecuario, a 
pesar de representar en los últimos años (2001 a 
2012) entre un 8% y un 6% del valor agregado 
nacional (ver Gráfico 1), según la Gran Encuesta 

Gráfico 7. Colombia. Impuesto de industria y comercio (per cápita) en diversos tipos de municipios

Fuente: Cálculos propios con base en DNP, Ejecuciones presupuestales de 
los municipios, 2006-2012.
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Integrada de Hogares del Dane ocupa alrededor 
del 13% del total de la mano de obra del país, 
generando en ese período 223 nuevos empleos. 
A su turno, la industria manufacturera, que el 
mismo período representa entre un 14% y un 
12% del valor agregado del país en su conjunto, 
concentra entre el 18% y el 20% del total del 
empleo del país, generando en estos doce años 
517 mil nuevos puestos de trabajo. En contras-
te, sector de minería e hidrocarburos, a pesar de 
haber pasado de aportar el 6% a más de 11% 
del valor agregado total de todo el país, sólo 
ocupa alrededor del 1% del total de la mano 
de obra del país (generado a duras penas 81 mil 
nuevos puestos de trabajo en dicho período)17.

17	 Ver al respecto Rudas y Espitia (en prensa).

Teniendo en cuenta que dentro de este sector 
la actividad petrolera pesa varias veces más 
que la minería, es claro que las dos regiones 
que concentran la extracción del carbón (Cesar 
y la Guajira) están creciendo en una actividad 
de baja generación relativa de empleos, des-
plazando las actividades más generadoras de 
puestos de trabajo (el sector agropecuario y la 
industria manufacturera). Es decir, en estas re-
giones, aunque sí se generan algunos nuevos 
puestos de trabajo con el crecimiento de la ex-
tracción de carbón, está contribuyendo de ma-
nera muy limitada a la generación de empleo, 
en contraste con lo que podría estar sucedien-
do si se diese una crecimiento económico más 
balanceado, con mayor dinamismo de sectores 
productivos con mayores tasas de creación de 
nuevos puestos de trabajo. 

Gráfico 8. Extracción de carbón en el valor agregado de las economías regionales: Cesar y La Guajira

Fuente: Rudas y Espitia (en prensa) con base en DANE, Cuentas Departamentales, 2000-2012.
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El Plan de Desarrollo analiza 
la eventual maldición de los 
recursos naturales referida 
al potencial de la actividad 
extractiva de generar 
crecimiento económico; 
y poco o nada se detienen 
a analizar los conflictos que 
pueden existir cuando se dan 
altas tasas de crecimiento, 
en medio de condiciones 
críticas de desarrollo humano 
en las mismas zonas que 
están generando riqueza.

Adicionalmente, esta concentración del empleo 
en la actividad minera en una región, tiene a ge-
nerar disparidades muy elevadas entre la remu-
neración que perciben aquellos que logran em-
plearse en la mina (no siempre provenientes de 
la misma región) y aquellos que no logran hacer-
lo. En efecto, una evaluación realizada sobre seis 
grandes minas en América Latina y Canadá18, 
arrojó que los trabajadores de la mina reciben 
salarios entres 200% y 674% por encima de los 
trabajadores locales19. Diferencias que, con alta 
probabilidad, tienden a generar lo que se iden-
tifica en el análisis de las condiciones sociales en 
regiones con grandes minas analizadas en Bra-
sil: “los beneficios se concentran y las ganancias 
son apropiadas privadamente, mientras que las 
externalidades se sienten más por parte de los 
actores más frágiles”; o el poco dinamismo de 
las condiciones de trabajo en las localidades, 
dado que “la inversión en capital humano aus-
piciada por las empresas mineras no ha estado 
acompañada por cambios significativos en el 
marco del mercado de trabajo” (Enríquez et al, 
2011, pp. 10 y 14). 

El carbón y las condiciones 
de desarrollo humano

El crecimiento económico, condición sine qua 
non para el desarrollo, es a todas luces insufi-
ciente para garantizar este último. Incluso el Plan 
de Nacional de Desarrollo 2010-214 Prosperidad 
para todos reconoce este hecho cuando plan-
tea que “si bien el crecimiento económico no es 
garantía para alcanzar los objetivos de progreso 
social, o de reducción de pobreza e inequidad, 
sí es un requisito fundamental para alcanzarlos” 
(DNP, 2010, p. 50). En esta dirección el mis-
mo plan formula como objetivo garantizar una 
tasa de crecimiento de al menos el 6 por ciento 
anual “de manera sostenida y sostenible social y 
ambientalmente”, cumpliendo con tres reque-
rimientos: la innovación; la política de competi-
tividad y de mejoramiento de la productividad; 
y la dinamización de sectores denominados lo-
comotora que, a través de su impacto directo e 
indirecto, lideren el crecimiento y la generación 
de empleo (DNP. 2010, p. 50). 

En relación con los aspectos sociales asociados 
con la locomotora minero-energética, el plan 
de desarrollo resalta que “más allá de que el 

18	 Dos en Perú (Yanacocha y Antamina), una en Bolivia 
(Inti Raymi), dos en Chile (Candelaria y Escondida) y 
una en Canadá (N. Saskatchewan).

19	 Ver el estudio de McMahon y Remy (2003) patroci-
nado por el Banco Mundial y el CIID de Canadá.

sector esté generando la mitad de las exporta-
ciones y dos terceras partes de la inversión ex-
tranjera directa, su mayor contribución en ma-
teria de desarrollo es la generación de recursos 
para inversión social y productiva”, en términos 
de “impuestos nacionales y locales, regalías y 
utilidades de las empresas en las que tiene par-
ticipación” (DNP. 2010, p. 216). En particular, 
enfatiza que es necesario “atender y acompa-
ñar a la industria en su relación con las comu-
nidades”, para lo cual plantea 
los siguientes requerimientos 
(DNP. 2010, pp. 231-232):

(1) fortalecer institucional-
mente y mejorar la capacidad 
para atender de forma opor-
tuna los procesos de consultas 
previas y el manejo con comu-
nidades durante la restructura-
ción del Ministerio de Interior 
y Justicia; (2) definir y agilizar 
los procesos de consulta previa 
con comunidades; (3) elaborar 
un plan de choque para el de-
sarrollo de consultas previas en 
proyectos que sean estratégi-
cos para el sector; (4) generar 
canales de comunicación con 
la comunidad, con información 
pública y permanente durante 
las diferentes fases de desarro-
llo de los proyectos; (5) definir 
los protocolos para los permisos arqueológicos 
en la ejecución de proyectos; y (6) elaborar una 
estrategia de corto y largo plazo para el manejo 
de crisis sociales. 

Como se puede observar, en este enfoque so-
bre los aspectos sociales se enfatiza en la ge-
neración de recursos para el estado para hacer 
inversión social y en acompañar a las empresas 
para minimizar conflictos con las comunidades 
locales y agilizar los trámites de operación de los 
proyectos minero-energéticos. Es decir, aunque 
se partía de reconocer que el sólo crecimiento 
no es suficiente para alcanzar objetivos de pro-
greso social, reducción de la pobreza y equi-
dad, al formular la política social para el sector 
minero-energético no aparecen lineamientos 
claros en relación con estos elementos básicos 
el desarrollo, sin más bien estrategias emergen-
tes para atenuar situaciones de conflicto entre 
las empresas y las comunidades locales. 

En este sentido, el plan de desarrollo se iden-
tifica más con lo múltiples analistas reseñados 
por Torres et al (2013) que centran los análisis 
acerca de la maldición de los recursos naturales 
sobre el potencial de la actividad extractiva de 
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generar crecimiento económico; y poco o nada 
se detienen a analizar los conflictos que pueden 
existir cuando se dan altas tasas de crecimien-
to, en medio de condiciones críticas de desa-
rrollo humano en las mismas zonas que están 
generando riqueza. Enfoque que es compartido 
a nivel local por varios autores que abordan el 
análisis del impacto potencial o real de la activi-
dad extractiva sobre el desarrollo, identificando 
desarrollo casi exclusivamente con crecimiento 
de la economía y del producto20. En contraste, 
cada vez más y desde diversas ópticas se avanza 
en reconocer que para lograr efectivamente un 

desarrollo sostenible, no basta con 
que haya crecimiento de la activi-
dad productiva y del ingreso per 
cápita. Cada vez son más los ana-
listas que enfatizan en los comple-
jos retos que hay que asumir para 
transformar de manera efectiva el 
crecimiento económico, en acep-
tables condiciones de vida para la 
población de las zonas mineras, 
generando acceso a oportunida-
des para superar la pobreza. Retos 
que requieren, entre otros facto-
res, consolidar encadenamientos 
de la actividad minera sobre otros 
sectores productivos locales, que 
generen suficiente empleo y de 
calidad, consolidando un esque-
ma productivo local sostenible, 
autónomo de los altibajos de la 
actividad minera. En fin, asumir 
responsablemente los retos ade-

cuados para garantizar que la población tenga 
oportunidades reales para superar la pobreza en 
que viven, en medio de la generación de riqueza 
por parte de la actividad extractiva21. 

Sobre la magnitud del riesgo de omitir en los 
planes de desarrollo y dentro de las priorida-
des institucionales las condiciones de vida de 
la población en las zonas mineras, un caso 
emblemático es el que se presenta en La Gua-
jira, en la zona de operación de una de las 
empresas de mayor trayectoria en el país en 
explotación de carbón a gran escala, a cielo 
abierto. En un estudio sobre calidad de vida y 
salud de la población en la zona de influencia 
de la empresa Cerrejón (la cual lleva explotan-

20	 Ver al respecto Cárdenas y Reina (2008) y Perry y 
Olivera (2010), quienes identifican desarrollo con 
crecimiento del ingreso per cápita.

21	 Con mayor o menor intensidad este es el enfoque 
que predomina en McMahon y Remy (2003), Enrí-
quez et al (2011) y Arellano (2011)

do carbón en La Guajira por más de 15 años) 
que fuera contratado por dicha empresa al 
Instituto Cendex de la Universidad Javeriana, 
se llega entre otras a las siguientes conclu-
siones referidas a una población tradicional 
predominantemente rural (Ruiz et al, 2011, 
pp.287 y 288): 

•	 El acceso al servicio público en la zona rural 
es muy limitado en la zona rural con autopro-
visión de agua no potable y abastecimiento 
desde jagüeyes o pozos con severos proble-
mas de contaminación, alto nivel de uso de 
leña como combustible y baja penetración en 
el uso de electrodomésticos…

•	 En la zona rural la tasa de escolaridad y el 
nivel educativo son bajos con una proporción 
alta de analfabetismo…

•	 (…) diferencias relevantes en la población 
frente al promedio en Colombia en cuanto 
a condición de vivienda, acceso a servicios y 
acceso a educación… siendo una de las po-
blaciones con mayor vulnerabilidad social en 
el país.

•	 La tasa de afiliación a la seguridad social es 
baja, con especial en la zona rural…

•	 La situación de seguridad alimentaria es pre-
caria con bajo consumo de proteína animal y 
alta ingesta de grasas, lo cual configura una 
dieta desequilibrada en la mayor parte de las 
familias.

•	 (…) baja tasa de asistencia a consultas mé-
dica y odontológica, así como la persistencia 
de riesgos originados en bajos hábitos pro-
tectores e salud oral, alimentación y riesgo de 
enfermedad.

•	 (…) severas deficiencias en la red de servicios 
de salud con limitada capacidad de respuesta 
de los servicios a los requerimientos correcti-
vos y preventivos.

Finalmente, el estudio concluye (Ruiz et al, 
2011, p. 288): 

•	 En general, los resultados muestran una po-
blación en condiciones críticas de pobreza, 
medida tanto a través del acceso a bienes y 
servicios como mediante el índice de oportu-
nidades humanas. Desde el punto de vista de 
salud los resultados presentan vulnerabilidad 
y baja cobertura efectiva de servicios con limi-
tada respuesta institucional. 

Estas precarias condiciones sociales de la pobla-
ción se generalizan para todos los municipios 
en donde se adelanta la extracción de carbón 
a cielo abierto, tanto de La Guajira como del 
Cesar. Como se observa en el gráfico 9, los in-
dicadores tanto de necesidades básicas insatis-
fechas (NBI) medido por el Dane para 1993 y 

Los indicadores tanto 
de necesidades básicas 

insatisfechas (NBI) medido 
por el Dane para 1993 y 
2005, así como el índice 

multidimensional de pobreza 
(IMP) que calcula el DNP 
para 2005, presentan los 

mayores niveles en los 
municipios de Cesar y La 
Guajira en los cuales se 

concentra la explotación de 
carbón a cielo abierto.
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2005, así como el índice multidimensional de 
pobreza (IMP) que calcula el DNP para 2005, 
presentan los mayores niveles en los municipios 
de Cesar y La Guajira en los cuales se concentra 
la explotación de carbón a cielo abierto. Estos 
indicadores están muy por encima de los repor-
tados para los municipios en donde se extrae 
carbón para consumo interno, para los muni-
cipios petroleros y para los municipios que po-
seen los más elevados impuestos de industria y 
comercio per cápita. 

De todas formas, un hecho positivo es que entre 
1993 y 2005 los municipios en donde se explo-
ta el carbón para exportación disminuyeron la 
población con NBI de 64% a 58% (es decir, seis 
puntos porcentuales). No obstante, este es una 
mejora mucho menor que los municipios con 
alto ingreso del ICA per cápita, los cuales regis-
traron en el mismo período una disminución de 
población con NBI de 10 puntos porcentuales; 
los petroleros mejoraron en 12 puntos porcen-
tuales, e incluso aquellos que producen carbón 
principalmente para consumo interno lo hicie-
ron en 7 puntos porcentuales.

Este dos indicadores permiten concluir que, a 
pesar del acelerado crecimiento de la actividad 
minera en estos municipios, este crecimiento ha 
sido totalmente insuficiente para para traducirse 
en mejoras importantes de las condiciones de 
vida de la población, trayendo como consecuen-
cia un crecimiento económico sin desarrollo hu-
mano en la región22. 

Otro aspecto en donde se encuentra una si-
tuación altamente preocupante, aunque dife-
renciada en el tiempo y a nivel regional, es en 
relación con las condiciones de conflicto vio-
lento que ha vivido la región. Como se puede 
observar en los gráficos 10 y 11, los munici-
pios del Cesar en donde se explota carbón para 
exportación presentaron niveles de violencia y 
desplazamiento, especialmente elevados en el 
período entre 2001 y 2008, pero muy especial-
mente en los primeros años de este período. Es 
así como en La Jagua de Ibirico (Cesar), el mu-
nicipio de más alta producción de carbón por 
habitante del país, por cada 100 mil personas 
que allí habitan en el año 2002 se alcanzaron 
niveles de más de 360 muertes violentas y de 
más de 140 desplazados. Igualmente en Bece-
rril (Cesar), otro municipio con altos niveles de 
extracción de carbón per cápita, estos mismos 
índices alcanzaron niveles en 2002 y 2003 en-

22	 Otros indicadores de esta indeseable situación pue-
den consultarse en Rudas (2013) y Rudas y Espitia (en 
prensa).

tre 240 y casi 280 muertes violentas y entre 
140 y 180 desplazados forzados por cada 100 
mil habitantes. 

Este fenómeno, aunque no fue del todo ausente 
en los municipios equivalentes de La Guajira, sí 
tuvo una intensidad sustancialmente menor que 
en los municipios del Cesar. Y aunque en los 
últimos 3 o 4 años la situación es significativa-
mente mejor que lo que se vivió en años previos, 
de todas maneras sigue siendo 
preocupante que se sigan pre-
sentando niveles de violencia 
como los que se detectan en La 
Jagua de Ibirico, El Paso y be-
cerril (en el Cesar), así como en 
Albania (en La Guajira).

Situaciones de precarias con-
diciones de vida y elevados 
niveles de violencia en zonas 
que durante años han sido 
el escenario de operación de 
empresas mineras de gran 
escala, con capital externo y 
dedicadas a la explotación de 
carbón para la exportación, no 
pueden menos que explicar los 
niveles de preocupación que 
estos indicadores generan el 
en escenario internacional. En 
efecto, estudios de analistas 
como Saade (2013) de la Cepal y ABColom-
bia (2012) de la comunidad británica llamen la 
atención sobre la necesidad de prestar especial 
cuidado y vigilancia al respeto de los derechos 
humanos por parte de las empresas mineras 
que actúan en el país. Y menos extraño es que, 
ante estas evidencias, el Parlamento Europeo 
haya expresado el pasado 13 de septiembre su 
preocupación al respecto, declarando23: 

La protección de los derechos humanos, 
medioambientales y laborales en el fomento 
de las industrias extractivas ocupa un lugar 
destacado en las negociaciones entre la UE 
y Colombia y ha sido uno de los temas de 
debate de la última reunión celebrada en el 
contexto del diálogo político bilateral de alto 
nivel. La UE prestará ayuda al Gobierno co-
lombiano para la organización de una con-
ferencia sobre el mundo empresarial y los 
derechos humanos, que incluirá temas rela-
cionados con la responsabilidad social de las 
empresas, durante el segundo semestre de 
2013. También será posible abordar estas 

23	 http://www.europarl.europa.eu/sides/getAllAnswers.
do?reference=E-2013-008905&language=ES

Una situación preocupante 
son las condiciones de 
conflicto violento que ha 
vivido la región. 
Los municipios del Cesar 
en donde se explota carbón 
para exportación presentaron 
elevados niveles de 
violencia y desplazamiento, 
especialmente entre 2001 
y 2008.
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cuestiones en el marco institucional previsto 
por el Acuerdo Comercial UE-Colombia, que 
se está aplicando con carácter provisional 
desde el 1 de agosto de 2013.

La UE espera que todas las empresas europeas 
asuman su responsabilidad a la hora de respe-
tar los derechos humanos y de cumplir la legis-
lación nacional. Corresponde a las autoridades 
nacionales competentes, incluidos los tribuna-

les, garantizar que la legislación nacional se 
aplique de forma correcta y efectiva.

La UE ha adoptado en fecha reciente una 
serie de iniciativas para mejorar la extracción 
responsable, el desarrollo sostenible y la go-
bernanza por parte de las empresas europeas. 
Cabe resaltar al respecto la consulta pública 
sobre una posible iniciativa de la UE para la 
extracción responsable de minerales proce-

Gráfico 10. Muertes violentas anuales por cada 100 mil habitantes en municipios 
de explotación de carbón. 1998-2012

Fuentes: Cálculos propios con base en Dane, Estadísticas vitales y Proyección de población.
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dentes de zonas afectadas por conflictos y de 
alto riesgo, que concluyó el 26 de junio de 
2013. Esta iniciativa también es pertinente en 
el caso específico de Colombia.

El carbón y el medio ambiente

Uno de los aspectos que ha generado reiterados 
debates sobre la actividad de minería del carbón 
a cielo abierto que se adelanta en Colombio se 

refiere a los efectos que esta explotación pueden 
tener, o está teniendo, sobre el medio ambiente 
y en particular sobre la salud humana.

A pesar de la intensidad del debate, son po-
cas las referencias sistemáticas que se conocen 
sobre aspectos tales como los planes de ade-
cuación del terreno afectado por una actividad 
que altera de manera significativa el suelo, el 

Fuentes: Cálculos con base en Observatorio Presidencial DDHH. Desplazamiento forzado (por expulsión) 
por departamento y municipio a nivel nacional.

Gráfico 11. Personas desplazadas  anuales (expulsiones) por cada 100 mil habitantes en municipios 
de explotación de carbón. 1998-2012
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RECUADRO 1

Síntesis de la Sentencia de la Corte 
Constitucional T-154/2013 sobre 
derechos fundamentales violados 

por Drummond 
Un ciudadano residente en el municipio de Chiriguaná 
(Cesar), a 300 metros de una mina de carbón a cielo 
abierto explotada por Drummond, presenta acción de 
tutela aduciendo que la empresa adelanta trabajos de 
minería 24 horas del día de manera indiscriminada y 
sin control ambiental. Centrando su acción de tutela 
en tres elementos:

1) Asevera se afecta la salud de su familia, y en especial 
de los niños, por el ruido que producen las máquinas 
de la mina y por el polvillo y material particulado que 
llega a su casa y su lugar de trabajo. 

2) Señala que las dos fuentes agua que usa para el 
consumo están contaminadas y tienen aspecto, olor 
y sabor indeseable, atribuyéndolo a la explotación de 
la mina.

3) Solicita ordenar la suspensión actividades en la mina 
hasta que se verifique: que la empresa realiza traba-
jos únicamente en horas hábiles, acorde con lo esta-
blecido en el decreto 0948 de 1995; que la empresa 
cumpla con la normatividad vigente “en cuanto a las 
condiciones permisivas de ruido que impidan seguir 
causando perjuicios a nuestra salud”; y que el Minis-
terio de Ambiente garantice el derecho a un ambiente 
sano de todas las personas que residen y adelantan 
actividades laborales en el sector de la mina.

En relación con esta tutela, la Corte Constitucional se 
declara competente para intervenir y falla en una sen-
tencia que se fundamenta, entre otras, en las siguien-
tes consideraciones:

•	 Hay vulneración de derechos fundamentales indivi-
duales probados, hay una persona directa afectada 
y hay conexidad con la vulneración de derechos 
colectivos. Se busca restablecer los derechos fun-
damentales al afectado, y no el derecho colectivo 
en sí mismo, a pesar de que con la decisión resulte 
protegido, igualmente, un derecho colectivo. 

• 	El derecho a un ambiente sano es un derecho fun-
damental que ocupa un lugar trascendental en el 
ordenamiento jurídico nacional, que tiene conexi-
dad directa con la vida y la salud de las personas y 
que impone deberes correlativos al Estado y a los 
habitantes del territorio nacional.

• 	Existe vulneración o amenaza de los derechos a la 
intimidad, a la vida y a la salud por la contaminación 
ambiental y, específicamente, por la emisión de par-
tículas de carbón.

•	 A falta de certeza científica, debe ser aplicado el 
principio de precaución consagrado en el ordena-
miento jurídico colombiano y en particular en el 
artículo 1° de la ley 99 de 1993 que establece que 
“cuando exista peligro de daño grave e irreversible, 
la falta de certeza científica absoluta no deberá uti-
lizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces para impedir la degradación del 
medio ambiente”.

•	 En este caso concreto, los hechos observados y la 
apreciación integral del amplio caudal probatorio 
acopiado, devienen sustentadas las siguientes con-
sideraciones y conclusiones:

subsuelo y los paisajes rurales. Al respecto, 
las autoridades mineras y ambientales no ha-
cen públicos los planes de trabajo de trabajo y 
obras, los estudios de impacto ambiental, los 
planes de manejo ambiental y los planes de 
cierre de mina que, por mandato legal, deben 
orientar las acciones de este tipo de actividad. 
Tampoco hay acceso libre y expedito a informa-
ción sistemática sobre los resultados del segui-
miento que deben hacer las entidades públicas 
en virtud de sus competencias de seguimiento 
y control de los eventuales impactos de estas 
actividades sobre el medio ambiente y la salud 
de la población. En particular, sobre este últi-
mo aspecto (la salud de los trabajadores y de la 
población que habita en las áreas de influencia 
de la extracción, el transporte y el embarque 
del carbón, no se conocen estudios realizados 
o promovidos por las autoridades mineras, am-
bientales, de trabajo, salud y seguridad social 
al respecto. 

Un síntoma de la escasa importancia que le 
asignan las distintas entidades del Estado a los 
riesgos de la actividad minera sobre el medio 
ambiente y la salud de la población, se refle-
ja en las posiciones asumidas por distintas au-
toridades ante indagaciones de la Contraloría 
General de la República sobre el tema de las 
condiciones de higiene y seguridad de los tra-
bajadores en las labores mineras de socavón y 
a cielo abierto. Mientras que las autoridades 
mineras no se pronunciaron frente a estas in-
dagaciones, el Ministerio de Protección Social 
manifiesta que este no es un asunto de su 
competencia sino de la autoridad minera (CGR, 
2011, p. 182).

En relación con el impacto de la actividad de 
minería a cielo abierto sobre el medio ambien-
te, se ha llamado la atención sobre dos aspec-
tos centrales: el volumen de material que es 
preciso remover por cada tonelada de carbón 
extraído, así como eventuales efectos inciertos 
sobre las aguas subterráneas y los acuíferos; y 
los impactos que se puedan generar sobre la 
salud de los trabajadores directos y, en general, 
sobre la población del área de influencia de la 
actividad minera. Sin que existan registros ofi-
ciales sobre estos aspectos, sí hay referencias 
que permiten ilustrar le existencia efectiva de 
estos riesgos. 

En primer lugar, con base en información re-
portada por las dos más grandes empresas que 
operan el Colombia (Cerrejón y Drummond), se 
estima que existe una relación del orden de 10 
partes de escombros y residuos generados por 
cada parte de carb���������������������������ó��������������������������n finalmente obtenido (Ca-
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-	 Existe una concentración de partículas de carbón 
sobre el contorno de la explotación, la cual tiene 
origen en la operación que lleva a cabo la empresa 
durante 24 horas diarias. 

-	 El Ministerio de Ambiente señaló que, de confor-
midad con el Plan de Manejo Ambiental, la empre-
sa “presentó un cumplimiento en el 83% de sus 
obligaciones, sin que sea posible establecer una 
ponderación respecto al peso de cada obligación; 
correspondiendo el 17% restante a obligaciones 
que pudieran presentar una deficiencia parcial”. Y 
además expresó que la explotación de carbón a cie-
lo abierto, genera efectos físicos, bióticos y sociales.

Por otra parte, la sentencia reseña las siguientes res-
puestas que se dieron al inicio de la tutela por la em-
presa y por la autoridad ambiental: 

• 	La Drummond sostuvo que la tutela no está llamada 
a prosperar, pues la compañía “es fiel cumplidora 
de la licencia ambiental otorgada”; realiza moni-
toreos y mediciones de material particulado en el 
aire “los cuales se encuentran dentro de los lími-
tes permisibles”; realiza análisis y seguimientos a 
las aguas subterráneas;  ha efectuado estudios de 
medición de ruido y vibraciones “los cuales siempre 
han arrojado resultados óptimos de cumplimiento 
de los estándares existentes”; y “el botadero a que 
hace referencia el accionante no se construyó de 
la noche a la mañana, no apareció de la nada, ya 
existía y estaba en funcionamiento mucho antes de 
que el actor decidiera vivir en ese lugar”

• 	El Ministerio de Ambiente  expresó que los resulta-
dos obtenidos en la red de monitoreo muestran que 
la empresa cumple con la norma sobre calidad del 
aire; que la emisión de ruido generada por la ope-
ración minera se atenúa en el perímetro de las ope-
raciones mineras y no trasciende hacia predios de 
otros propietarios, con niveles de ruido por debajo 
de lo establecido en la norma; y que en relación con 
la afectación por “sólidos no determinados” sobre 
las dos fuentes de agua, se constata el cumpliendo 
de los parámetros establecidos en el Decreto 1594 
de 2005.

Sin embargo, la Corte pone de presente que existen 
contradicciones evidentes en estas respuestas, ya que 
un día después de emitida la del Ministerio, la misma 
entidad expidió una resolución en donde indica que 
existe una fuente de alta contaminación en la zona, 
que afecta un asentamiento humano; y ordena a la 
empresa Drummond realizar un censo que sirva de 
base para el reasentamiento de la población allí ubi-
cada. Igualmente pone de presente la Corte que va-
rios meses después, el mismo Ministerio impuso una 
medida preventiva de amonestación a varias empresas 
(dentro de las cuales está la Drummond) por el incum-
plimiento de las obligaciones de adelantar un plan de 
reasentamiento de esta misma población. Igualmente, 
la Corte  pone de presente los siguientes elementos, 
de especial relevancia:

•	 Aunque no fue posible realizar el examen médico 
que se dispuso sobre las vías respiratorias del actor 
para determinar la causa de sus afecciones, “no hay 
fundamento para descartar su relación de causa-
lidad con la existencia constante de partículas de 
carbón en el aire que se respira en el contorno de 
su residencia, provocada por las actividades que las 
24 horas del día realiza la sociedad accionada en la 
vecina explotación”.

•	 Debe observarse que las licencias de funcionamien-
to y el presunto ceñimiento a los requisitos por 
parte de la empresa accionada “no desvirtúan la 

brera y Fierro, 2013). Aplicando esta relación a 
las exportaciones realizadas entre 1994 y 2012 
de cerca de 890 millones de toneladas24, esto 
arrojaría cerca de 9 mil millones de toneladas 
de desechos que están dispuestos en las áreas 
de influencia de las distintas minas en los mu-
nicipios en donde se concentra esta actividad. 
El manejo de un volumen de esta magnitud en 
unos pocos municipios debería ameritar que 
existiesen labores de monitoreo y control que 
fuesen ampliamente conocidos por la pobla-
ción local. 

En aspectos de salud, tampoco se conoce un 
seguimiento de lo que una actividad de esta 
magnitud pueda estar generando. Esta omi-
sión se da a pesar de que estudios resientes 
realizados en la misma zona muestran que esta 
actividad puede generar riesgos graves sobre 
los seres vivos. En efecto, Cabarcas et al (2012) 
analizan el carbón como una mezcla de sus-
tancias químicas con la capacidad de promover 
los cambios bioquímicos que pueden provocar 
daños en el ADN y evalúan este potencial en 
cuatro localidades de Colombia: La Loma y La 
Jagua de Ibirico, dos municipios situados cerca 
de los campos de minería del carbón en el de-
partamento del Cesar; y Valledupar y Arjona, 
municipios utilizadas como sitios de referencia, 
localizados respectivamente a 100 y 200 kiló-
metros de estas minas. Para tal efecto colectas 
iguanas y ratones en estas cuatro localidades y 
encuentran que “los animales recogidos en las 
proximidades de las áreas mineras de carbón, 
comparados con los de Valledupar y Arjona, 
presentaron porcentajes más altos de daño en 
el ADN en ambas especies, evidenciando que 
vivir alrededor de los campos de explotación 
minera del carbón puede resultar en un au-
mento de las lesiones del ADN en las células de 
la sangre de los roedores y reptiles”25.

Por otra parte se viene debatiendo la propues-
ta de desvío del río Ranchería por parte de la 
empresa Cerrejón, para ampliar el potencial de 
explotación de carbón que se encuentra en el 
lecho del río y sus zonas aledañas. Al respec-
to, tampoco existen documentos oficiales de 
conocimiento público suministrados por la em-
presa o por las respectivas autoridades mine-
ras o ambientales, que permitan adelantar un 
debate más informado. Contrasta esto con los 
esfuerzos de las organizaciones sociales y las 
mismas comunidades por aportar información 

24	 Ver la tabla A.1. en el anexo estadístico.
25	 Igualmente se han detectado efectos tóxicos del car-

bón sobre las plantas (Coronado et al, 2013)
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constatación objetiva de la polución que se sigue 
generando sobre el ambiente, en principio sobre las 
zonas aledañas a la explotación, almacenamiento e 
inicio del trasporte”.

• 	El hipotético cumplimiento de unas disposiciones re-
glamentarias no es sustento constitucional suficien-
te dentro de unas circunstancias que visiblemente 
no satisfacen la inalienable obligación del Estado y 
de las personas de proteger la riqueza natural de la 
Nación por parte de “una explotación económica, 
que por importante y rentable que sea no justifica 
el deterioro ambiental”.

En consecuencia, la Corte Constitucional falla en favor 
de la persona que instauró la tutela y, entre otros as-
pectos, determina: 

• 	Ordenar al Ministro de Ambiente que “analice a 
cabalidad y haga cumplir apropiadamente la pre-
ceptiva constitucional colombiana y, en lo que co-
rresponda, las recomendaciones de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) y de otros organismos 
internacionales relacionados en el presente fallo, par-
ticularmente frente a los efectos adversos a la salud 
y, en general, contra el ambiente, que genere la ex-
plotación carbonífera a gran escala, implantando y 
haciendo ejecutar las medidas adecuadas que deban 
tomarse para erradicar los referidos efectos”. Ade-
más, que haga implantar y funcionar eficientemente 
“la amortiguación del ruido y la erradicación de las 
emanaciones de partículas de carbón, en su explota-
ción, almacenamiento y trasporte del mineral”.

•	 Ordenar a la empresa Drummond que instale “ma-
quinaria de última generación técnica, al igual que 
amortiguadores, lavadores, cubiertas y recuperado-
res de carbón y sus partículas, para contrarrestar el 
ruido y la dispersión”. Y que además incluya en su 
plan de manejo ambiental “la plantación de barre-
ras vivas que coadyuven a erradicar el daño genera-
do por la explotación carbonífera”.

•	 Solicitar al Defensor del Pueblo que “procure que 
sean efectivamente ejercidos y defendidos los dere-
chos tutelados mediante esta sentencia”. 

•	 Compulsar y enviar copias de la sentencia al Procu-
rador General de la Nación y a la Contralora Gene-
ral de la República, para que hagan cumplir lo or-
denado en esta providencia y que, si lo encuentran 
atinente, “inicien las investigaciones disciplinarias y 
fiscales a que hubiere lugar, por las medidas y obras 
que han debido y deban realizarse y no hubieren 
sido ejecutadas apropiada y oportunamente en de-
fensa del ambiente y de la salud”.

Fuente: Construido con base en la Sentencia T-154 de 2013 
de la Corte Constitucional sobre la acción de tutela de Orlando 
José Morales Ramos contra Drummond.

y elementos de juicio, a pesar de la evidente 
asimetría en disponibilidad de recursos para 
adelantar estudios al respecto (Indepaz, 2013; 
Indepaz, s.f.; Rodríguez, s.f.).

Una dificultad que existe para abordar un deba-
te informado sobre estos temas es, de hecho, 
la precariedad de la información que suminis-
tran tanto las empresas como los entes regu-
ladores. Sin embargo, un hecho emblemático 
sobre este lo constituye una tutela fallada por 
la Corte Constitucional a favor de una persona 
que reclama la violación de su derechos a la 
salud y a un ambiente sano, afectados por el 
ruido, el polvillo de carbón y la afectación de 
sus fuentes de agua causados por la empresa 
Drummond, con las consecuencias sobre su fa-
milia (ver recuadro 1). La Corte falla a favor de 
este ciudadano, estableciendo la obligación de 
la empresa a realizar modificaciones de fondo 
a sus sistemas de explotación y transporte del 
carbón; y obliga al Ministerio de Ambiente a 
cumplir con sus funciones de vigilancia y con-
trol para garantizar que la empresa cumpla con 
lo ordenado en esta sentencia. Todo ello, apli-
cando de manera explícita el derecho de pre-
caución, con el argumento de que la ausencia 
de información científica no excluye la obliga-
ción de la empresa y del Estado de proteger la 
calidad del ambiente y la salud de las personas.

Sin entrar en un análisis jurídico ni técnico de 
esta sentencia, lo cual sobrepasa con los alcan-
ces de estas notas, de todas formas es conve-
niente resaltar un aspecto de especial relevan-
cia. Con contadas excepciones, la mayoría de las 
respuestas que recibió la Corte en su proceso 
de allegar pruebas fueron muy generales, cuan-
do no ambiguas (ver recuadro 2). No obstante, 
ante la ausencia de información específica su-
ministrada por las autoridades competentes o 
por organismos especializados que sirvieran de 
soporte técnico para tomar la decisión, de todas 
formas la Corte falló en defensa de los derechos 
de la persona que instauró la tutela. Situación 
que refleja la gran debilidad, cuando no negli-
gencia, de los entes de vigilancia y control de la 
actividad minera y de sus efectos sobre el am-
biente y la salud de las personas. 

Principales conclusiones

De las notas precedentes se resaltan los si-
guientes aspectos: 

La minería del carbón a gran escala con destino 
a la exportación principalmente hacia Europa y 
Estados Unidos, ha tenido un rápido crecimien-
to en la economía nacional en los últimos años, 
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RECUADRO 2

Conceptos de los intervinientes 
en la tutela contra Drummond

La Sentencia T-154 de 2013 de la Corte Constitucional 
reseña las respuestas a la tutela y a las preguntas for-
muladas por la Corte por los intervinientes en el proce-
so. Los conceptos allí expresados se pueden clasificar 
en cuatro  categorías: los que exoneran, o tratando de 
exonerar, a la Drummond; los que eluden manifestarse 
sobre el tema; los que se pronuncian de manera gené-
rica, sin referirse de manera específica a los hechos; y 
los que aportan conceptos detallados sobre los hechos 
específicos.

Conceptos que exoneran o tratan 
de exonerar a la empresa

Tribunal Superior de Valledupar. Negó el amparo, pues 
“no está expresamente demostrado en el expedien-
te que la empresa Drummond Ltd. esté vulnerando, 
amenazando o poniendo en serio peligro un derecho 
constitucional fundamental, al actor o a sus hijos, ya 
que ninguna prueba obra con el alcance de evidenciar 
que el ruido que producen las máquinas que utiliza en 
la explotación de carbón en la mina Pribenow, dañe el 
ambiente sano y por ende la salud de las personas con 
residencias colindantes, por el contrario, el concepto 
del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Te-
rritorial, indica que la explotación de carbón en esa 
mina se adelanta bajo control, y cumple con los pro-
gramas de manejo ambiental tendientes a minimizar 
los impactos ambientales nocivos”

Ministerio de Ambiente. Relacionó eventuales efectos 
sobre el aire y agua de la explotación de carbón a cielo 
abierto, mencionando aspectos físicos (remoción de 
suelo y vegetación, cambios paisajísticos, abatimiento 
de niveles freáticos, cambios en patrón natural de dre-
naje, eventuales desvíos o realineamiento de cauces, 
disminución y alteración del régimen de caudales, po-
sible contaminación puntual de aguas, generación de 
residuos líquidos y sólidos, deterioro de la calidad de 
aire por emisión de material particulado y gases, ge-
neración de ruido y vibraciones), bióticos (afectación y 
posible pérdida de cobertura vegetal y de ecosistemas, 
afectación a la migración de especies fauna y a recur-
sos hidrobiológicos) y sociales (cambios en patrones 
sociales, desplazamiento de poblaciones, generación 
de expectativas, reasentamiento y problemática social, 
desarrollo regional y local, afectación de desarrollo 
futuros, generación de empleo, divisas y regalías, in-
cremento en la demanda de servicios sociales y pú-
blicos domiciliarios, modificaciones en situaciones de 
tensión, afectación del patrimonio cultural). Presentó 
relación de eventuales medidas que se deben adoptar 
para preservar el ambiente. En relación con las respon-
sabilidades de la empresa, adjunta el Plan de Manejo 
Ambiental de Drummond fijado por ese Ministerio y 
explica que “la empresa presentó un cumplimiento en 
el 83% de sus obligaciones, sin que sea posible esta-
blecer una ponderación respecto al peso de cada obli-
gación; correspondiendo el 17% restante a obligacio-
nes que pudieran presentar una deficiencia parcial”. 
Por otra parte, designó un experto ordenado por la 
Corte Constitucional para determinar la concentración 
de residuos y si ellos tienen efectos contaminantes o 
pueden repercutir en la salud de los habitantes del 
sector, en especial de los menores que residen en la 
finca Los Cerros. De acuerdo con el concepto de este 
experto: “i) La vivienda donde habita la familia está 

en contraste con la pérdida de peso de relativo 
de la industria manufacturera y el sector agrope-
cuario. Esta tendencia se manifiesta de manera 
muy notoria en las dos regiones donde se ade-
lanta esta actividad en el país: los departamen-
tos de La Guajira y Cesar. 

Desde el punto de vista tributario la minería de 
carbón tiene una importante y creciente partici-
pación en la generación de rentas para el fisco 
nacional (impuesto a la renta) y para para fi-
nanciar inversiones de los departamentos y mu-
nicipios. Sin embargo, estas fuentes de ingre-
sos podría potencializarse en alta proporción, 
modificando las reglas del juego tributarias, sin 
comprometer la competitividad de las empre-
sas en el contexto internacional.

Por tratarse de una actividad con alta compo-
sición de capital, baja capacidad relativa de ge-
neración de empleo y escasa inversión en acti-
vidades colaterales en las zonas de extracción, 
tiene un efecto muy marginal en el crecimiento 
de las economías locales. Esto, sumado a la ex-
clusión del pago de impuestos directos de las 
empresas a las entidades territoriales, genera 
además una gran fragilidad fiscal en las regio-
nes mineras.

Aunque la extracción del carbón genera un cre-
cimiento acelerado del producto en las regiones 
mineras, los graves retrasos en generación de 
condiciones de bienestar en la población en las 
mismas regiones restringe de manera notable el 
desarrollo humano local, generándose la para-
doja de altos niveles de pobreza en medio de 
una actividad de enorme generación de riqueza.

En las zonas productoras de carbón, y muy 
especialmente en el departamento de Cesar, 
se han presentado en los últimos años niveles 
exacerbados de violencia, expresados en altas 
tasas de desplazamiento forzado, así como 
de muertes violentas varias veces por encima 
del promedio nacional. Esta situación llama la 
atención sobre la necesidad de poner especial 
atención a la vigilancia tanto del Estado como 
de los particulares (incluyendo las empresas mi-
neras) sobre el respeto a los derechos humanos 
y a la legislación nacional (tal como lo expresa, 
entre otros, el Parlamento Europeo).

Los niveles de información sobre situaciones de 
conflicto, especialmente en relación con los im-
pactos de la extracción de carbón a gran escala 
y a cielo abierto sobre el medio ambiente y sobre 
la salud de las personas, son extremadamente 
débiles y restringidos. Sin embargo, tal como lo 
señala la Corte Constitucional esto no puede ge-
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construida en ladrillo de arcilla (expuesto) y techo de 
lámina acanalada de zinc, consta de tres habitaciones 
y una cocina, no cuenta con electricidad y la prepara-
ción de alimentos se realiza en fogón de leña, la cocina 
no posee chimenea ni un mecanismo de evacuación 
de humo. ii) El área del proyecto minero Pribbenow 
más cerca al predio identificado como la finca Los Ce-
rros, corresponde al botadero de estériles SO, 1.5 km 
aproximadamente en dirección S85°W. iii) De acuerdo 
con las consultas realizadas por el doctor Juan Carlos 
Correa, médico especializado en Salud Pública con ex-
periencia en estudios de calidad del aire y sus efectos 
en la salud humana, de la Fundación Santa Fe de Bo-
gotá, determinar con certeza si la afectación a la salud 
de un individuo en particular o un grupo pequeño de 
individuos es debida al material particulado provenien-
te de la explotación minera no es posible. Esto se debe 
a que existen múltiples factores de riesgo que pueden 
estar afectando a las personas simultáneamente pero 
que cuya contribución individual al desarrollo de una 
enfermedad no se puede determinar. Es así como 
otros factores como cocinar con leña en un espacio no 
ventilado adecuadamente o el hacinamiento pueden 
contribuir al desarrollo de una enfermedad respirato-
ria”.

Ingeominas. Manifestó que Drumnond viene cumplien-
do con sus obligaciones contractuales, tal como se evi-
dencia en las acciones de seguimiento y control que 
reposan en los expedientes de los contratos. Mani-
fiesta que, dentro de su competencia como autoridad 
minera delegada, ha verificado el cabal cumplimiento 
de las obligaciones emanadas por la empresa y de las 
disposiciones normativas en las que se enmarca la ac-
tividad minera que realiza Drummond.  Concluye que 
la empresa no ha sido objeto de ningún proceso de 
carácter sancionatorio en su contra.

Empresa Drummond.  Expresó que “una de las tareas 
de mayor relevancia es el control del material parti-
culado (emisión de polvo al aire, por el tránsito de los 
camiones y equipos en vías destapadas, la explotación 
misma y el gran movimiento de tierras que implica esta 
actividad), el cual se controla con riego por una flotilla 
de carrotanques de dieciocho mil galones que riega 
todas las vías y rampas de la mina, aspersores de agua 
en los puntos críticos de emisión, mantenimiento pre-
ventivo de los motores de todos los equipos y camio-
nes, así como pavimentación de algunas vías, compac-
tación de las mismas, controles de velocidad a todos 
los vehículos que circulan, recuperación y revegetali-
zación de los botaderos y áreas que ya terminaron su 
utilidad en la explotación y la conservación de barreras 
vivas alrededor de la mina”, Frente a por qué opera 
24 horas diarias y las consecuencias de la explotación 
no permanente, indicó que “se trata de operaciones 
mineras que requieren elevadas inversiones de capital 
y requieren volúmenes máximos de producción duran-
te el período de concesión, para asegurar adecuadas 
tasas de retorno sobre el capital invertido, estas minas 
operan en un mercado de precios fluctuantes, por lo 
que se hace indispensable mantener máximos niveles 
de producción para conservar la viabilidad económica 
de una mina durante la vida de la misma”. Así mismo, 
“este tipo de operaciones no son eficientes si el equipo 
de minería que normalmente se utiliza es parqueado o 
dejado de utilizar la mitad del día. Los grandes equipos 
de minería están diseñados para funcionar 24 horas al 
día a fin de que resulten más eficientes y económicos”. 
Afirmó que si la compañía no operara 24 horas al día, 
no sería económicamente viable. “…las consecuencias 
para sus empleados serían devastadoras puesto que 
se haría necesario terminar muchos contratos de tra-
bajo y los empleados restantes tendrían que aceptar 

nerar ninguna limitación para que el Estado y los 
particulares ejerzan sus funciones constituciona-
les de proteger los derechos fundamentales a la 
salud y a un ambiente sano.

Es urgente e inaplazable que todas las entida-
des del Estado asuman sus responsabilidades 
en relación con los riesgos asociados a una ac-
tividad minera como la del carbón, generando 
información técnica confiable y de libre acceso 
a la ciudadanía; y actuando de manera efecti-
va y oportuna como organismos de vigilancia y 
control, especialmente en las áreas de defensa 
de los derechos humanos, salud pública, medio 
ambiente y minería. 
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(Corpocesar). Manifestó que el Ministerio de Ambien-
te asumió el conocimiento de asuntos asignados a la 
Corporación y que dicho Ministerio conocerá de las 
actuaciones administrativas, hasta tanto determine 
que se han adoptado los mecanismos que aseguren 
el manejo integral y armónico de la problemática am-
biental asociada a los proyectos de minería en el cen-
tro del Cesar. 

Ministerio de la Protección Social. Manifestó que no 
contaba con estudios epidemiológicos relacionados 
con la afectación en salud que pueda generar la activi-
dad minera del carbón en la población. 

Asociación Colombiana de Facultades de Medicina (As-
cofame). Informó que no cuenta con especialistas en 
este tema. 

Instituto de Estudios Ambientales para el Desarrollo 
de la Universidad Javeriana.  Indicó que era imposible 
contestar en tan corto tiempo. 

Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad de 
los Andes. Se abstuvo de opinar por haber suscrito un 
convenio de cooperación científica y tecnológica con 
el Ministerio de Ambiente, dentro del cual hizo un es-
tudio de valoración económica ambiental en la zona 
del Cesar. (*)

Conceptos genéricos sin referencias 
específicas al caso

Departamento de Toxicología de la Universidad 
Nacional de Colombia. Manifestó que el material gene-
rado en la explotación del carbón a cielo abierto se ha 
relacionado en forma causal directa con enfermeda-
des respiratorias que afectan los pulmones, que por su 
evolución son de tipo crónico, progresivo y de carácter 
irreversible. Adicionalmente, explicó que este material 
particulado disperso en el ambiente penetra a las per-
sonas por vía respiratoria y puede afectar indistinta-
mente al ser humano sin distingos de edad, género o 
raza, e indicó también que estas enfermedades pulmo-
nares pueden comprometer a las personas expuestas 
ambientalmente por residir en áreas geográficas cerca-
nas a la explotación.

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Men-
ciona efectos de una explotación minera de carbón a 
cielo abierto sobre animales y cultivos, refiriéndose a 
cambios en el uso del suelo, cambios en las propie-
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dades físicas y químicas del suelo, activación de pro-
cesos erosivos, remisión de cobertura vegetal, pérdida 
de biomasa y fauna asociada, altas concentraciones 
de material particulado que podrían afectar la salud 
humana o animal, contaminación de fuentes hídricas 
y cambio en la aptitud agrológica del suelo que afecta 
el desarrollo de la actividad agropecuaria y pecuaria 
de la región. Pero aclaró que no tiene estudios sobre 
impactos de la minería a cielo abierto en la agricultura.

Instituto de Estudios Ambientales de la Universidad Na-
cional de Colombia. Manifestó que el mayor impacto 
negativo de la explotación de carbón a cielo abierto es 
el generado por el material particulado (polvo), ya que 
estos compuestos ocasionan problemas ambientales, 
dependiendo de la concentración de los mismos en la 
atmósfera. Sobre el mismo material particulado señala 
efectos en la salud, incluyendo efectos en sistema respi-
ratorio, agravamiento de afecciones respiratorias y car-
diovasculares ya existentes, alteración de los sistemas 
de defensa del organismo contra materiales extraños, 
daños al tejido pulmonar, carcinogénesis y mortalidad 
prematura. Acerca del impacto contra recursos hídricos, 
manifestó que dicha explotación genera sedimentación 
en cuerpos de agua, cambios en la calidad fisicoquímica 
del agua, afectación de la dinámica de cuerpos subte-
rráneos y superficiales, disminución del caudal.

Hospital Universitario de la Fundación Santa Fe de Bo-
gotá. Asociado a la Facultad de Medicina de la Uni-
versidad de los Andes, expresó que la exposición al 
polvillo o material particulado generado por la explo-
tación de carbón puede causar enfermedades respira-
torias como bronquitis crónica, enfisema, enfermedad 
pulmonar instructiva crónica (EPOC), neumoconiosis 
de los mineros del carbón entre otras. Indicó que hay 
literatura que muestran mayor incidencia de enferme-
dad pulmonar obstructiva crónica, mayor incidencia de 
cáncer y mayor mortalidad por enfermedad pulmonar, 
cardiaca y renal en comunidades vecinas a minas de 
carbón, sin embargo estos estudios no permiten esta-
blecer relación causa efecto.

Grupo de Investigación en Derecho del Medio 
Ambiente de la Universidad Externado de Co-
lombia. Si no se establecen medidas de prevención, 
corrección, mitigación y compensación respectivas, la 
explotación de carbón a cielo abierto genera conse-
cuencias ambientales en el suelo (alteración y modifi-
cación de su estructura y derrame de carbón en vías), 
en el agua (disminución de la cantidad y calidad de 
aguas superficiales y subterráneas), en el aire (afecta-
ción por emisión de partículas durante la explotación, 
cargue, transporte, descargue y embarque de carbón) 
y en el paisaje y morfología (modificación en el área de 
explotación, cargue, transporte y descargue de carbón 
y cobertura de polvillo de carbón de los recursos natu-
rales renovables, principalmente suelo y flora). La ge-
neración de material particulado puede afectar a la po-
blación expuesta si no se controla su emisión, siendo 
los principales efectos: la neumoconiosis por presencia 
del polvo de carbón dentro de los pulmones, la cual 
depende del tiempo de exposición; partículas <10 mi-
cras se depositan en los alvéolos causando bronquitis, 
asma, enfisema, pulmonía y enfermedades cardíacas; 
y las partículas suspendidas totales <10 micras no pe-
netran profundamente los pulmones, quedando en los 
vellos nasales, en las mucosas de los pasajes orales o 
en la tráquea. Los grupos humanos más afectados son 
los adultos mayores de 50 años y los niños menores de 
3 años. La frecuencia de enfermedades respiratorias 
en la infancia puede tener el efecto de que los pulmo-
nes no se desarrollen normalmente. Los síntomas res-
piratorios asociados con partículas incluyen tos severa 

y dificultades o dolor al respirar. Igualmente, señaló 
que dentro de las medidas para preservar el ambien-
te cuando se está realizando una explotación a cielo 
abierto, se deben diseñar, implementar y controlar 
sistemas de humectación en los procesos de explota-
ción, almacenamiento temporal, cargue, transporte y 
descargue de carbón para evitar la emisión de material 
particulado al aire. Agregó que se debe transportar el 
carbón a través de bandas transportadoras cerradas. 
Indicó además que el ruido generado por los equipos 
usualmente empleados en la explotación de carbón a 
cielo abierto, trae consecuencias negativas en el am-
biente y en la población expuesta. Señaló que en los 
casos en los que se superan los límites permisibles de 
ruido se puede causar disminución de la sensibilidad 
auditiva, dependiendo de cada individuo: en algunos 
se pueden producir daños auditivos en un breve lapso; 
en cambio otros pueden trabajar en ambientes ruido-
sos sin sufrir daños auditivos demostrables.

Concepto con referencias 
específicas al caso

Apoderado de moradores en el área. Anotó que la em-
presa no solamente ha causado graves y enormes per-
juicios a la vida y a la salud de quien instauró la tutela, 
sino también a sus representados, indicando la nece-
sidad de que la Corte Constitucional tenga en cuenta 
la situación de otras personas que se encuentran en 
similares condiciones fácticas y jurídicas frente a quien 
presentó la acción de tutela. Señaló que el Ministerio 
de Ambiente no protegió a la población que se en-
cuentra en los alrededores de la empresa accionada, 
pues no verificó “previamente al otorgamiento de la 
licencia ambiental… cuántas personas resultaron o 
podían resultar afectadas con la actividad minera que 
desarrolla la Drummond”. Agregó que el Ministerio 
de Ambiente, mediante Resolución 1343 de 2008 re-
quirió a Drummond para que, dentro del proceso de 
reasentamiento, diera cumplimiento a un conjunto de 
obligaciones específicas y expuso que si bien la em-
presa solicitó previamente al inicio de la obra minera 
la respectiva licencia, tanto la sociedad demandada 
como los ministerios de Minas y de Ambiente “no se 
preocuparon por las circunstancias especiales relacio-
nadas con la población que se encuentra de tiempo 
atrás, es decir, desconocieron que esa zona que hoy es 
minera, estuviese ocupada por una población como la 
que hoy reclama protección”. Aseveró que la actividad 
minera adelantada en dicha zona por la empresa, “es 
grave y de enormes impactos ambientales por cuanto 
existen graves alteraciones del aire con material parti-
culado que supera los niveles máximos permitidos con-
forme lo ha indicado Corpocesar, y del mismo modo, 
deterioro del componente socio-económico pues las 
comunidades allí presentes están siendo gravemen-
te afectadas en su vida, salud, trabajo, tranquilidad, 
etc…” es de una magnitud tal que, de acuerdo con lo 
que dice la referida corporación autónoma regional, 
existen “grandes cantidades de partículas minerales 
de carbón PM10, las cuales producen afectaciones 
negativas en el sistema respiratorio”. Resaltó que el 
Ministerio de Ambiente conoce la problemática am-
biental en el área de influencia del proyecto, pues en 
la Resolución 970 de 2010 y en otras más señala con 
base en un informe técnico que existe grave altera-
ción ambiental en la zona e indica que por dicha causa 
se debe realizar la reubicación de las personas que se 
encuentran viviendo alrededor de las minas, pero in-
dica que “ni siquiera sabe el Ministerio cuántas son, 
porque no le preocupa hacer el censo”. Indicó que “el 
informe que dice tener el Ministerio de Ambiente está 
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atrasado en más de cinco meses frente a los informes 
que indica Corpocesar, autoridad regional ambiental 
quien ha realizado constantes monitoreos… desde 
julio de 2007 hasta abril de 2010, cuyos informes 
permanentes, continuos, eficaces y precisos informan 
que el material particulado existe en la zona de Plan 
Bonito, el Hatillo, Boquerón y La Aurora, generado 
por la explotación, extracción y transporte del referido 
mineral por parte de las empresas concesionadas, lo 
considera como peligroso para la salud humana… se-
ñala además que para los corregimientos y veredas… 
donde viven mis representantes… los niveles de PM10 
superan las 300 y 500 macropartículas, especialmen-
te en los tres primeros meses del año 2010”. Agregó 
que los informes de Corpocesar señalan que el mate-
rial particulado de carbón ha llegado inclusive hasta 
800 microgramos por m3 lo cual, conforme a lo dicho 
por Corpocesar, es peligroso para la salud humana. 
Aportó gráficas de la concentración de PM10 y PST en 
la zona y adujo que en esas gráficas se observa que la 
empresa no cumple con el Plan de Manejo Ambiental 
sobre las emisiones atmosféricas y no se ha socializado 
el problema ambiental con la colectividad, “ni nada 

que le permita a mis representados y a toda la comu-
nidad efectuar acciones de contingencia que eviten re-
sultados dañinos… para este último propósito, difiere 
su responsabilidad administrativa de censar a la pobla-
ción afectada, a la empresa cuestionada antes citada, 
tal como así lo indica la Resolución 970 de mayo 20 
de 2010, donde curiosamente permite la creación de 
una fiducia mercantil para que a través de ella se realice 
el reasentamiento de la población perjudicada (recono-
ce que existe)”. Dicha Resolución 970 de 2010 “busca 
solucionar un problema ambiental que reconoce existir 
el Ministerio de Ambiente, olvida en la Resolución que 
la protección de los derechos fundamentales es inme-
diata, no sometida a condicionamientos ni a existencia 
de patrimonios autónomos; que lo último que puede 
ocurrir con tal figura jurídica es la burla de los derechos 
de mis representados”. 

(*) En la sentencia no se registra que el Ministerio de Ambiente 
haya aportado al proceso resultados de este convenio con la 
Universidad de los Andes.

Fuente: Construido con base en la Sentencia T-154 de 2013 
de la Corte Constitucional.
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